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«[…] la Ley 906 de 2004, en los artículos 284 y siguientes, consagra la
posibilidad de practicar pruebas anticipadas, bajo las siguientes reglas: (i)
la actuación debe adelantarse ante el juez de control de garantías; (ii) puede
ser solicitada por el fiscal, la defensa, el Ministerio Público o la víctima; (iii)
deben mediar “motivos fundados y de extrema necesidad”, y la finalidad es
evitar la pérdida o alteración del medio probatorio; (iv) debe practicarse en
audiencia pública y con observancia de las reglas previstas para la práctica
de pruebas en el juicio.

En las reformas introducidas a la Ley 906 de 2004 el legislador ha
evidenciado su propósito de ampliar la cobertura de la prueba anticipada
cuando el medio de conocimiento se encuentre en riesgo. Así, por ejemplo,
en la Ley 1474 de 2011, en su artículo 37, se dispuso la posibilidad de
practicar como prueba anticipada el testimonio de quien haya recibido
amenazas en su contra o la de su familia por razón de los hechos que conoce,
en las actuaciones seguidas por delitos contra la Administración Pública y
por delitos contra el patrimonio económico que recaigan sobre bienes del
Estado, cuando frente a los mismos proceda la detención preventiva.

Frente a los menores de edad que comparecen a la actuación penal en
calidad de víctimas o testigos, desde ahora cabe resaltar que si la finalidad
principal de la prueba anticipada es evitar la pérdida o alteración del medio
probatorio, su procedencia en este tipo de casos es evidente, no sólo porque
la práctica de varios interrogatorios puede dar lugar a la victimización
secundaria, sino además porque el medio de conocimiento podría verse
afectado en la medida en que el menor “haya iniciado un proceso de
superación del episodio traumático, porque su corta edad y el paso del tiempo
le impidan rememorar, por las presiones propias del escenario judicial (así se
tomen las medidas dispuestas en la ley para aminorarlo), por lo inconveniente
que puede resultar un nuevo interrogatorio exhaustivo (de ahí la tendencia a
que sólo declare una vez), entre otras razones” (CSJ SP, 28 Oct. 2015, Rad.
44056).

La práctica de prueba anticipada no es incompatible con las medidas
establecidas en las leyes 1098 de 2006 y 1652 de 2013 para proteger a los
niños durante los interrogatorios. Es más, resulta razonable pensar que la



intervención de un juez es garantía de que el procedimiento se llevará a cabo
con pleno respeto de los derechos del menor.

De otro lado, en este tipo de casos la prueba anticipada puede reportar
beneficios importantes, en cuanto: (i) si se le da a la defensa la posibilidad
de ejercer la confrontación, con los límites necesarios para proteger la
integridad del niño, la declaración no tendrá el carácter de prueba de
referencia y, en consecuencia, no estará sometida a la limitación de que
trata el artículo 381 de la Ley 906 de 2004; (ii) la intervención del juez dota
de solemnidad el acto y, además, permite resolver las controversias que se
susciten sobre la forma del interrogatorio; (iii) la existencia de un registro
judicial adecuado le permitirá al juez conocer de manera fidedigna las
respuestas del testigo menor de edad, así como la forma de las preguntas y,
en general, todos los aspectos que pueden resultar relevantes para valorar
el medio de conocimiento, y (iv) permite cumplir la obligación de garantizar
en la mayor proporción posible la garantía judicial mínima consagrada en
los artículos 8 y 14 de la CADH y el PIDCP, respectivamente, reglamentada
en el ordenamiento interno en las normas rectoras 8, 15 y 16 de la Ley 906
de 2004 y en los artículos que regulan aspectos puntuales de la prueba
testimonial.

A lo anterior debe sumarse que la práctica de prueba anticipada no sólo
constituye una forma de protección de los derechos del acusado, sino
además una forma de obtener medios de conocimiento más útiles para la
toma de decisiones en el ámbito penal, lo que también favorece los intereses
de las víctimas y el interés de la sociedad en una justicia pronta y eficaz»
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